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REPI]BLICA DE COLOMBIA

JUUGASO UNICü PEHAI. DEL C¡&CI.J§TS ESPECIAUZAüÜ

§tr\¡cELEo, §uc*E.
Calle 22 Ne, 16-40 Torre A Piso 6 del Palacio de Justlcia Tel. 275478A. Ext. 1{080.

Sincelejo, (Sucre), Ocho (8! de matzo de dos mil veintiuno {P,A?L|-

I. OBJETO A DECIDIR:

Procede el Despacho a proferir el fallo de tuteia de primera r'Lnstancia,
dentro de la acción constitucional presentada por el señor wAN DARIO
RAMIREZ RODRIGVDZ, en nombre propio, contra la C,OMISIÓN
NACIOIIAL DEL SERVICIO CÍVIL- CNrc y el IN§TITUTO
DEPARTAIUIENTAL DE DErcRTE§ Y RECREACIÓ§ DE SUCRE
INDER§UCRE, a quien acusa de haber transgredido sus derechos
fundamentales al debido proceso, trabajo, mínimo vital, igualdad, acceso
de cargos y funciones públicas, confianza legítima, y principio
constitucionai de buena fe.

il.
a|.- LA ACCIóN:

El accionante en procura de que se le protejan sus derechos
fr¡.nd.amentales a1 debido proceso, trabajo, minimo vital, igualdad, acceso
de cargos y funciones públicas, con'ftastza legítima, y principio
constitucional de buena fe, vulnerados presuntamente por la conducta
omisiva que endilga a la COMISIó§ IIACIONAL DEL SERI/ICIO CtvtL
Ct{§c y e1 INSTITUTO DEPAIITAMENTAL DE DEPORTES Y RECRgtrCtÓN
DE §üCRE - IIIDER§UCRE, hace uso de la acción de tutela pxa;así lograr
el restablecimiento de aquellas garantías constitucionales,

Como HECHOS en los cuales viene apoyado su pedimento, esen cialmente
pueden destacarse en compendio, los siguientes:

"Aduierte el actor ER, fue nambrado según Decreto OO8 del24 marzo del tño
2OA0 en I¡fDERSUCRE, código 340, grado A4.

Arguge que, medtante reso{uaón t\b. 243 def f depfio de 2OO3, fue utncuiado
en prouisionalidad en el mismo cargo Ete uenía ostentando desde el año
2AAO.

Indica que, de manera intempestiua el director de INDERSUCRD procedió a
presentar la modificación del mcnual de funciones sin consultar con los
trabajadores g empleados uinculados en prouisionalidad, con lo anal incurrió
en uiolación al debido proceso g principio constitttcional de buena fe.

Afi.rma que, INDERSUCRE de manera irregular modif.ca las requisitos de

formación académica A expeiencia en lo Erc concierne al em+ú"eo

PRO¡ESIO¡{AL UNMRSITARIO, código 219, GRADO 12, d.eporle asociad'o g
competitiuo por profesianal o licenciado en áreas def conocimiento cientias



sactbles g humanlas, en eÍ núcteo de conactTruénta deporte g eciltcaaón ¡tstc,a y
recreación, post grado en la modafidad de especialización en analqrsiera de
estas áreas.

Sostiene que, en la actualidad le faltan merlos de tres o,ñas pera adquirir su
derecha a la pensión, conforme lo establece el artículo 263 de Ia leg 1955 de
2079 , siendo la protección preuista en el paró.grafo 2 del artíanlo 263 de: la
leA 1955 de 2019, aplicable s, seraidores prouisionales que al 30 de
nouiembre de 2018, estuuieren desempeñando empleos uacantes del Sistt'-mr¡

General de Carrera que rlo hubieren sido parte de procesos de selec'=ión

aprobados por la sala plena de ta CNSC hasta el 25 de mago de 2019; razón
por la anal afiruna que INDERSUCRE omitió dicha ciranlar con lo anal se:. fe

causa un perjuicio irremediable, ga que descanocieran las prerrogati;uas
legales, pues este debía reportar a más tardar el 25 de fulio del año en cu rso,

el total de uacantes definitiuas de los empleos de carrera indicando las que
cumplen con lss siguientes condiciones:

Que, al 30 de nouíembre de 2078, estaban siendo desempeñados por
personas nombradas en prouisionalidad g aún continúan en el cargc.

Que, al 25 de maAo de 2019, lefakaren 3 años o menos de edad p,ara
cursar el derecho a la pensión de jubilación.

Dicha inforrnación, debía ser registradq en el Sistema de Apogo para la lgualda<tr, eL

Mérito g las Oportunidades (SIMO) a partir de la fecha que se repoúará lo

correspondiente.

Que el director d.el INDERSUCRE, omitió la ciranlar citada A como consecLtencict de
ello se le trulneran los derechos fundamentales al debido proceso, trabajo, mínimo
uital, a la igualdad.

Alega que, cumple los reEisitos de la norma citada para mantenerse en eÍ cargo
hasta tanto adquiera su derecho a pensión, tal g como lo detalló en su derecho de
petición que eleuó al señor director del INDERSUCRE, el pasado 16 de septiembre
de 2020, g el cual no contestó de manera clara, de fondo g precisa.

El director del INDERSUCRE, le está causando un perjuicio irremediabfe' al
modificar el manual d.efunciones §n contar conlos requisitos legales para ello, tt.rl g
como to explicó de manera clars en la petición eleuada, con lo anal pone en
concurso el cargo que uenía desempeñando, nombrado en prouisionalidad, p;tes
considera que omitió subir la información de este seruidor en la plataforma SIM() en
los tiempos estipulados por la C.lf.S.C., según forrnato código de entidnd 4616
entidad: /¡{DERSUCRE número de documento: 92502789, tipo de doutmeznto
Cédula de Ciudadanía, código empleo: M2201796, nombre: RAMIREZ IVAN DAfrlIO,

fecha de uinculación 01/ Ory 2000, tipo uinculación prouisiorual, cócligo
posición:Oo}Oo4 denondnación: profesional uniuersitario código 219 grado 72 ó.rea

deporte asociado competitiuo área de formación g desarrollo feclut DE REG/S-IRO
E¡rSJGEP 15/03/2018.

La actitud omisiua del director del INDERSUCRE en reportar de manera clara de

fondo g precisa su situación particular de beneficiario de ta leg 1955 de 2019, utola
los derechos fundamentales al debido proceso, trabajo, mínimo uital, a la iguatdad,
al acceso de cargos g funciones públicas, confiarua legítima, principio constitucü¡nal
de buena fe.

El concurso de méntos esfá programado para el 28 de febrero del presente rtño
2021, g dada la premura del tiempo le es ilnposible constrsar. A pescr de que eleuó
una petición para Ete el directar realizara los correctíuos a la situación, este I úzo
caso omiso g no respondió de manera clara precisa g fondo dicha solicitud".

a
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dl.- ACTUACTON PREVTA;



Una vez reaLizada la presentación de la acción de tutela que: en este
momento ocupa al Juzgado resoiver, se procedió a la admisión individual de
la misma, teniendo como pruebas las que fueran aportadas por el
interesado; ordenándose también requerir a 1as entidades contra la cual vino
dirigida la acción constitucional, para que se sirvieran aportar las p'r66arrr"*
que consideraran pertinentes a su defensa, relacionadas coa los hechos
relatados en la tutela.

e).- RffiPUE§rA DE LA EITTIDAD ACCTONADA:

I. COMI§IóN I{¿CTOI{AL DEL SERVICIO CTVru - CH§C

Noticiada la entidad accionada de la iniciación del trámite tute.[ar en su
contra, advirtió a través del doctor JIIONATAI{ DAI{IE|L ALEJAI{DRO
§AIICHEZ ilIURCIA - Asesor Jurídico de la CNSC, que el acciona.nte tiene
a su disposicién los rnedios de control de nulidad, y de nulidad y
restablecimiento del derecho previstos en la Ley L437 de 2A11, Código de
Procedimiento Administrativo y de 1o Contencioso Administrativo CPACA,
para controvertir los motivos de esta acción.

En el presente caso, no sólo el accionante no demostró la inrninencia,
urgencia, gravedad y el carácter impostergable del amparo que se reclama,
sino que no existió e1 perjuicio irremediable en relación en cont.-overtir el
Manual de Funciones de los Procesos de Selección Nos.99O a 1131, 1135,
1136, 1306 a 1332 de 2019 - Convocatoria Territorial 2A19, prevista en
ejercicio del concurso de méritos, porque para ello bien podía acrrdir a los
mecanismos previstos en ia ley.

Que, en uso de sus competencias constitucionales y iegales, la CNSC
realizó conjuntamente con delegados de la entidad, la etapa de planeación
para adelantar el proceso de selección con el fin de proveer los ernpleos en
vacancia definitiva del Sistema Generai de Carrera Administrativa de la
planta de personal del INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE DEP(iRTBS y
,RECREAC.TON DE SLTC,R,E _ J,\TDER SLTC,R,g (SLTC.R,g}.

La Entidad objeto de convocatoria, consolidó la Oferta Pública de Empleos
de Carrera, que en adelante se denominará OPEC en el Sistema de Apoyo
para la lgualdad, el Mérito y la Oportunidad, que en adelante se
denominará SIMO, la cual fue certificada por eI Representante l,egai y el
Jefe de Talento Humano, y enviada a la Comisión Nacional del Servicio
Civil mediante radicado de entrada ORFEO No. 2O196000435112 de 02 de
mayo de 2A19, compuesta por cuatro (4) empleos con cuatro (4) vacantes,
la cual es el reflejo del Manual de Funciones y Competencias Laborales.

La Sala Plena de la Comision JVacional del Ser¡,icio Ci¡,11, en sesi¡;n del 1O
de mayo de 2O19 aprobó convocar el proceso de selección para pr"oveer por
mérito los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General d e Carrera
Administrativa del I]{STITUTO DEPARTAMENTAL DE DEPü:RTES Y
RECREACION DE SUCRE INDER SUCRE (SUCRE) siguir:ndo los
parámetros definidos en el Acuerdo No. 20191000005976 del 14 de mayo
de 2019 y con fundamento en el reporte de vacantes realizado por dicha
entidad.

Añade que ia Comisión llevó a cabo ia etapa de inscripciones de1 9 de
diciembre de 2Ol9 al 31 de enero de 2A2O y de manera concr:mitante,



prewos procesos r'rciúafor¡o, suscrtbfó eI Conúr-afo iYo. 648 de 2O i9 con la
Fundación Universitaria del Área Andina - FUAA con el objeto de llevar a
cabo todas las etapas y pruebas del proceso de selección Territorial 2AI9,
convocatoria en la que se incluyen los empleos en vacancia deñnitiva
reportados por la Alcaldía.

De acuerdo a sus obiigaciones contractuales, la FUAA el pasado 31 de
agosto d"e 2O2A pubiicó el listado definitivo de Admitidos al p,roceso de
selección, eue para el caso de 1a Convocatoria No. 1316 de 2OL9
corresponden a (9a) admitidos, como se muestra a continuación:

NIVELES ADMITIDOS
TECNICO 16
PROFESIONAL 7B
TOTAL 94

La Comisión Nacional ejerciendo sus facultades constitucionales y legales,
el día 22 de septiembre de 2016, emitió la Circular No. 20rc100()000057,
la cual consagró que las entidades cuyo sistema de carrera es
administrado y vigilado por la CNSC, entre otras cosas, debían:

"{...) 3. Suministrar a la CNSC la información de uacantes definitiuas de empleos de carrera
para la conformación de la Oferta Pública de Empleos de Carrera, en adelcnte OPEC, a
traués del aplicatiuo SIMO, herramienta informatica que busca centralizar la ge:;üón de los
concursos abiertos de méitos, que se encuentra dispuesta en la página web de la
Comisión: u)ww.cttsc.gou.co g/o la que lzaga sus ueces.

(...)

4. Entregar los insumos que se le requieran dentro del proceso de planeación del concurso
de méritos, en los plazos y condiciones que fije la Comisión con cada entidad, (...)'.

Lo anterior en concordancia con 1o dispuesto en el artículo 2.2.6.34 de1
Decreto 1083 de 2015, adicionado por el Decreto O51 de 2018, que al tenor
literal establece:

"(...) ARTíCULO 2.2.6.34. Registro de los empleos uacantes de manera definitiwz. Los jefes
de personal o quienes hagan sus ueces en las entidades pertenecientes a lc's sisfemss
general de carrera g especifico o especial de origen tegal uigilados por la Canúsi<in Nacional
det Serutcto Ctut| deberan reportar tos empteos uacantes de manera deflnittua, en eI
aplicatiuo Oferta Pública de Empleos de Carrera - OPEC de la Comisión N'acional del
Seruicio Ciuil, con la periodicidad g lirueamientos que esta establezca. {. . . )" .

De la normativa citada se concluye que el cargue de la Oferta Pública de
Empleos de Carrera - OPEC, por parte de las entidades cLryos enrpleos de
carrera son objeto de la administración y vigilancia de Ia CNS.C, es de
obligatorio cumplimiento y no facultativo, más aún teniendo en clrenta que
el incumpiimiento de los preceptos normativos puede generar
repercrlsiones de tipo disciplinario.

Concretamente frente a 1o manifestado sobre los cargos en vacancia
deñnitiva que deberl ser reportados por el INSTITUTO DEPART/TMENTAL
DE DEPÓRTES Y RECREACION DE SUCRE * INDER SUCRE (SUCRE)
para ser sometidos a concurso, toda vez que no existe norm a legal o
reglamentaria que los excluya del concurso, prevalece el mérito.
Condiciones como la situación de pre pensionado, madres yl ,: padres
cabeza de familia y/o situaciones de discapacidad no resultan oponibles ai
mérito.
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Corrforme a r'a esfrrlcfura del proceso de selección, h Comisrón r'rA:vó a cabo
la etapa de inscripciones de1 9 de diciembre de 2019 al 31 de enero de
2O2O y de manera concomitante, previo proceso licitatorio, su scribió el
Contrato No. 648 de 2019 con la Fundación Universitaria dei Area Andina
- FUAA con el objeto de lievar a cabo todas ias etapas y prlrebas del
proceso de seiección Territorial 2019, convocatoria en la que se incluyen
ios empleos en vacancia definitiva reportados por la Alcaldía.

Asegura, qr-le en el momento en que se inicia la etapa de estructuración de
las convocatorias, la entidad que oferta ios empleos hace entr:ega a la
Comisión Nacional del Servicio Civii de la Oferta Púbiica de Enrpleos de
Carrera -OPEC, Ia cual contiene: ef empfeo a proveer (deno rninación,
código, grado, asignación salarial, ubicacion) y los requisitos exiSlidos, que
el posible aspirante debe cumplir para participar en el pri)ceso, en
términos de educación y experiencia; en consecuencia es la erltidad, la
directa responsable, de cargar cada uno de los empleo a proveer, ya que
ella es la única que conoce el estado de su plant4, las caracte.rísticas y
ubicación en el Manual de Funciones para su posterior cargue.

La verificación del crrmplimiento de los reqrrisitos mirrirnos para el ernpleo
al que se aspira, no es Lrna prueba ni un instrumento de selección, es una
condición obligatoria de orden constitucional y iegal que de no cumplirse
genera eI retiro del aspirante en cualquier etapa o'el Proceso de Selección.

Revisado el Sistema-SIMO, se encuentra que el accionante NO ,interpuso
reclamación frente a los resultados preliminares publicados de la etapa de
Verificación de Requisitos Mínimos en los términos señalados por el
Acuerdo rector y publicados en la página web de la Convocatoria y de la
Comisión Nacional dei Servicio Civil.

El sistema se habilitó a todos los participantes de la convocatoria para que
expusieran su inconformidad, sin embargo, etr accionante no hizo uso de
dicho recurso dentro de los términos establecidos; cumpliendo c:on todos
los principios de igualdad, oportunidad, publicidad y merito señ,a.lados en
esta Convocatoria, por 1o cuai las afirmaciones del tutelante c¿rrecen de
fundamento.

La OPEC que forma parte integral del acuerdo rector para 1a presente
convocatoria, ha sido suministrada y certificada por ei INSTITUTO
DEPARTAMENTAL DE DEPORTES Y RECREACION DE SUCRE, ¡,. fue este
quien registró todos los requisitos para los cargos a proveer, así como
también fue quien envió a la CNSC el manual de funciones, el c ual sirvió
de instrmo para el preserrte proces,o de s,elección, s,egún los detalles
expuestos en la parte considerativa del Acuerdo Rector dentro de esta
convocatoria.

Las consecuencias derivadas de este registro no son responsabili.dad de la
CNSC. En caso de encontrarse diferencias entre ia OPEC certificada y el
referido Manual de Funciones y Competencias Laborales, prevale:cerá este
úItimo.

Frente a los errores de datos y demás sobre el empleo ofertado, es
pertinente manifestar que cada aspirante antes de reaJizar la inLscripción
debió verificar la OPEC y confrontarlo con el manual y no esperar a esta
etapa (PRUEBA ESCRITAS) para darse cuenta de dichos errores; esto
independientemente si son o no trabajadores en provisionalidad.



Una vez verificado el SIMO se encuentra que el señor IVA N DARIO
RAMIREZ RODRIGUEZ se inscribió ai cargo OPEC 1O85'/8, Nive1
Profesional, Denominación Profesional Universitario, Grado 12 Cc,digo 219;
el cual soiicitaba como requisito Mínimo de educación:

o Praksional o Licenciad.o en las ó.reas del conacimiento en ciencias soclales g humanas en
el núcleo del conocimiento en deporles, educación fisica, g recreación "o" posqt'ados en la
modalidad de especialización en analqtiera de estas áreas.

El Artículo 13' del Acuerdo Rector indica que para efectos de la
identificación de las disciplinas acadérnicas de los empleos qr-re exijan
como requisito título o aprobación de estudios de educación sr-rp,erior, las
entidades y organismos identificarán en el manual de funcio nes y de
competencias laborales los Núcleos Básicos del Conocimiento -ltIBC- que
contengan las disciplinas acad.énricas a profesiones, de acuetcJ.o con la
clasificación establecida el Sistema Nacional de Información de Ia
Educación Superior -SNIES-; pclr tanto los anteriores NUCLEOS I3ASICOS
DE CONOCiMIEIVTO (ilfBc); fueron solicitados por la entidad par;,a el cargo
a proveer.

Una vez verificada la documentación por el aspirante dentro del nplicativo
SIMO, se encuentra que el título de ECONOMIA no corresponde rnl Núcleo
Básico del Conocimiento INBC) solicitado por 1a OPEC de: deportes,
educación fisica, y recreación tal como 1o indica el Sistema Na cional de
Información de la Educación Superior (SNIESI
srries.rnin.edrrcacion.gov.col consrrltasnies/prograrna); este titulo pertenece
al NBC de "ECONOMIA"; el cual no está dentro de los solicitados por e1

empleo a proveer.

Es obligación del aspirante, al momento de inscripción al cargo deseado,
validar que cumpla con los requisitos mínimos establecidos en la Oferta
Pública; circunstancia que aduce no ocurrió en el presente cas,o, bajo el
entendido de que el título profesional aportado corresponde a un NBC
diferente al solicitado por la OPEC.

Frente a los documentos aportados en el ítem de experiencia, es deber
señalar que, dado que no cumple con los requisitos de estudio, N O resuita
procedente la verificación de la experiencia aportada, toda ve z eue sü
validación no genera modificación alguna en el estado inicial del aspirante.

Asi las cosas; para e.l desarro.llo de la Convocatoria 1O94 de 2O19 del
Instituto Departamental De Deportes Y Recreación De Sucre, los "-equisitos
aplicables SON los reportados por la Entidad territorial confoi"me a sll
manual de funciones; !lue, para el presente caso, fueron aplicados de
manera correcta de conformidad con 1o establecido por la presen re OPEC;
La cual se reitera solicitó "Profesional o Licenciado en las áLreas del
conocimiento en ciencias sociales y humanas err el nircleo del
conocimiento en deportes, educación física, y recreación "o" posqrados en
la modalidad de especialización en cualquiera de estas áreas".

La provisionalidad con que un aspirante ocupa el cargo al que hoy aspira,
no es referente para la valoración de las diferentes etapas del Proceso de
Selección pues el concurso se rige por el principio de Igualdad y Mérito;
que impiden dar trato desigual a los aspirantes indistintamente del cargo
que actualmente ocupen, se resalta que los requisitos para cada cargo han



sido establecidos por la propia Entidad sin que esta delegada pueda dar
interpretación o aplicación diferente a 1o exigido por cada OPEC.

Proceso que se encuentra en la etapa de pruebas escritas para los
aspirantes que fueron admitidos, por lo que a simple vista 1o que busca la
aspirante es retrasar v entorpecer dicha etapa evitando que se avance y se
dé cumplimiento al Decreto 1754 de 2O2O sobre la reactivación dt: pruebas
el cual va a incentivar la promoción de empleo y la actividad econiómica en
el pais.

Finalmente concluye que el señor IVAN DARIO RAMIREZ RODRIC}UEZ NO
CUMPLE con el requisito mínimo de Educación, por tanto, el resultado
definitivo de la verificación de requisitos mínimos publicado el pasado 31
de agosto es de NO ADMITIDO.

2. INDER SUCRE

En el decurso procesal, se allegó respuesta por parte del director cle INDER
sucRE, doctor ALFREDO JOSÉ SOTOMAYOR MARQUEZ, efr la cual
sostiene que el accionante alega un cambio en ei manual de las funciones
realizado acorde a la ley, eI cual fi.re contratado por el INDERSUCRE, y
realizado en el ano 2017, ano en donde el director del INDERSIJCRE no
era el director actual; razón por la cual considera que el petente debió
impetrar una acción de tutela de manera URGENTE en el año 2077, al
considerar que para la época, es decir, 4 años atrás sus derechos fueron
violentados, y no esperar 4 años después para con un mecanismo
transitorio y excepcional como es la acción de tutela, trate de remediar un
perjuicio en donde tuvo todo el tiempo del mundo para accionar, si
consideraba Ia existencia de una violación latente al debido proceso, pero
este se ailano a la modificación del manual de funciones ano 2O1'7.

A{irma qrre estas modiiicaciones se trataron corr la administración de la
dirección del año 2A77, y si el funcionario para la época se sintió afectado
con los cambios hechos en dicha anualidad, debió impetrar IPS(f FACTO
Ios recursos de ley para evitar perjuicios irremediables, si a sii bien lo
consideraba, no esperar más de 4 años para venir en otra admini stración a
resolver cosas dei pasado, temas que no son del resorte de e¡,;ta nueva
administración; que incluso pudo proponer demandas administrativas que
buscaran la nulidad y restablecimiento de su presunto derecho violado en
el momento de la ejecución del señalamiento temerario que aqui relata y
que este funcionario desconoce en su totalidad si hubo o no hubo
intención negativa al respecto de dichos cambios, ya (lue esas
apreciaciones subjetivas no son propias de la función púbiica qrre él
desempeña.

Asegura, que conoce de oidas, la necesidad imperiosa del accionante de
obtener derechos pensionales, máxima sll proximidad a la edad de
jubilación, pero esa dirección está exenta de toda culpa debido a que no
firmó convenio alguno con la CNSC, no expidió ningún CDP" RP que
avalara dicho convenio y no entregó a la comisión ningún rr:porte de
cargos.

El director del indersucre, no ha violado nada, inciuso en aras de resolver
las inquietudes del funcionario, se dieron a la tarea de pedirle a Ia CNSC tra
suspensión de dicho proceso, petición que ha dirigido a la GOBEIRNACION
DE SUCRE, encontrando a estas aituras año 2021, una renuenci:a para la



suspensión por parte de la COMISION, por lo avartzado del p::oceso de
convocatoria de méritos, incluso teniendo en cuenta que el día dcmingo 28
de febrero se realizaron a nivel nacional los exámenes escrito de todos los
aspirantes a los diferentes cargos a proveer de los entes del orden
territorial y descentraiizados incluyendo indersucre.

El concr-rrso inicio desde ei año 2019, en su fase de plarreación y
adjudicación, pero el accionante guardo absoluto silencio, y ei prcceso esta
tan avanzado qlie ya se hicieron los exámenes escritos.

Afirma que su petición si fue resuelta, el hecho qLre no le haya sido del
agrado la respuesta no quiere decir que no fue una respuesta de fondo, tan
es así, que é1 impetró acción de tutela por los mismos hechos ante el
juzgado cuarto penal municipal, la cuai ya se encuentra archivacla por ser
un hecho cumplido, ya que el hoy accionante pedía la prott:cción a1

derecho de petición y al contestársele de forma clara y sucinta, esta perdió
valor y se convirtió en un hecho cumplido.

Sostiene que en el año 2015, la contraloría departamental tle stlcre,
encontró como hallazgos administrativos la no convocatoria de 1o;; empleos
a proveer que están en carácter de provisionalidad, medida que fue
adoptada por el instituto en el plan de mejoramiento de1 año 2016, en
donde también se acordó la ACTUALIZACION DEL MANXJAL DE
FUNCIONES DE LA ENTIDAD, manual que se contrató con un pt'ofesional
especialista en la materia y como no es obligación de publicitar,ro ante 1a

DAFP Departamento de la función pública, por ser un ente de carácter
territorial del orden Departamental, descentralizado, este se llevó a cabo
en aquella administración bajo esos parámetros legales. Con e I silencio
complacido del hoy accionante.

Culmina su intervención alegando que, con respecto a ia pe -ición del
accionante, se debe declarar IMPROCEDENTE porque exis;en otros
mecanismos jurídicos para resolver dicha solicitud, aunado a que han
trascurrido más de 48 meses en el que el accionante presuntamente se ie
vieron afectados sus derechos de forma inminente y este guardo s,ilencio al
respecto.

3.. RESPUESTA DE LOS VITTCULADOS

Los vinculados - concursantes de los procesos de seiección Nio. 994 a
1131, 1135, 1136, i3O6 a 1332 de 2019 - Convocatoria'I'erritorial
2019, guardaron absoluto silencio pese a encontrarse debidamente
notificados.

fl.- PRETENSIONES¡

Que se le amparen y protejan los derechos fundamentaies invocados y, en
consecuencia, se ordene:

" (...) se proceda a suspender el conatrso en lo que tiene que uer con mi caso concreto g se
ardene al director del INDERSUCRE Ete dentro del término de 48 haras siguientes a la
notificación del fallo proceda q realizar la ualoración de los requisitos establecid*ts en la leg
1955 de 2019, tal corno lo solicite pues me está causando un perjuicio irrer,rcdiable al
dejarrne desemtr>leado E convoccLndo mi cúrgo ñ cortürrso por uylr;- OMISIOIV EN E:L REÍDRTE
DE INFORMACION QUE ES U¡f DEBER DEL INDERSUCRE Y NA LA HICIERON con lo anal
no puedo uetrne perjudicado en mis derechos por una ruegligencia de la entidc.d en la Ete
laboro (Sic)".
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Sl.- PRUEBAS:

l.Copia del memorial suscrito por INDER SUCRE el24 de rnarzo de 2OOO.
2. Copia de la Resolución No. 008 de 2OOO.
Copia del acta de posesión No. 005 del27 de marza de 2000.
4. Copia del Acuerdo No. OO1 del 200O.
5. Copia de1 oficio No. 1 de julio de 2003.
6. Copia de la resolución No. 243 del 1 de julio de 2003.
7 . Copia del acto No. 025 del 1 de julio de 2005.
8. Copia de la Circular No. 20191OOOOO01O7 del 12 de julio de 2017.
9. Copia del derecho de petición del 14 de septiembre de 2O2A.
10. Copia de la respuesta aI derecho de petición de fecha 5 de febrero de 2A21.
Copia de la respuesta suministrada por la CNSC a1 director de INDER SUCRE, de fecha
29 de enero de2O21.

al.- PROBLEMA JURIDICO¡

E1 problema jurídico a diiucidar se centra en determinar si las entidades
accionadas, han vulnerado o no, los derechos fundamentales al debido
proceso, trabajo, minimo vital, igualdad, acceso de cargos y funciones
públicas, corrfianza legítima, y principio constitucionai de buena fe del
actor, y sí en este evento procede la acción de tutela, como herramienta
para una justicia prontay eftcaz, o sí por el contrario, el accionante cuenta
con otro mecanismo o medio de defensa judicial.

bl.- oBJETO DE Ll\ ACCrÓX Op TUTELA:

La acción de tutela procede ante las acciones u omisiones de ;ualquier
autoridad púbiica o de particulares en los eventos previstos en el artículo
42 del Decreto 2591 de 1991, cuando resulten anrierrazados o vi:lnerados
los derechos fundamentales de las personas, siempre y cuando no se
cuente con otro medio de defensa judicial, salvo que se invoc¡ue como
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

La acción de tutela es la garantía que ofrece la Constitución de 1991 de1
derecho que tienen todas las personas a la protección judicial inrrrediata de
sus derechos fundamentales. Esto está expresado en e1 Artículo 86 de la
Constitución: " Toda persana tendrd acción de tutela pars. reclamar onte los
jueces, en todo momento g htgar, medíante un procedimiento pre:ferente g
swrmario, pr sí misma o Wr quien actúe a su nombre, la ;srotección
inmediata de sus derechos constitucionales fund"amentales, c'uando quiera
que estos resulten uulnerados o amenazados por la acción o la amisión de
analqtier autond.ad pítblicd' .

Sin embargo, no en todos los casos en que los derechos constitr-rcionales
fundamentales resulten vulnerados o amenazados por la acc:ión o la
omisión de las autoridades públicas o privadas, es factible echar mano de
tal institución para solicitar la protección, porque la acción de t¡-rtela solo
procede cuando se carezca de otros mecanismos o medios de defensa
judicial, salvo que eila se utilice como mecanismo transitorio paLra evitar
un perjuicio irremediable, o porque no obstante haberse agot.ado esos
recursos o medios de defensa judicial, los mismos han resultado ine{icaces
para 1a protección de los derechos constitucionales fund¿rmentales
vulnerados o amenazados.

nI.



Segúrr fa Corte Consfrúuciorraf (Serrfencia T-45f de ¡ulio f '3 de 1992), el
que un derecho sea fundamental no se puede determinar sino en cada
caso en concreto, según la relación que dicho caso tenga con u:no u otr<>

derecho fundamental; es decir, ia Constitución no determina de una
manera clara cuáles son los derechos fundamentaies, d"e tal manera que
como tales no se puede considerar únicamente a los que la Cor:istitución
de 1991 enuncia en e1 Capítulo I del Título II.

Por consigtriente, tal corfio lo s,eñala etr" articrrlo 2' del Decreto 3O6 de 7992,
la acción de tutela no puede ser utilizada para hacer respetar dere,chos que
solo tienen rango iegai, ni para hacer cumpiir leyes, decretos, ni
reglamentos, o cualquier otra norma de rango inferior; ni para disponer el
restablecimiento o protección del derecho en los casos enunciirtivos, no
limitativos, a los que se refieren los literales a, y siguientes dei artículo 1'
del citado decreto. Es decir, que la acción de tutela protege únicarnente los
derechos fundamentales constitucionales a falta de mecanismos judiciales,
es decir, su utilización no es genérica, sino excepcional.

c|.- DEBIDO PROCESO

Al respecto nuestra constitución política de 1991, en su art.iculo 29,
consagra el derecho al debido proceso, las garantías que el mismc¡ presta y
1a finalidad que io constituye, donde denota que el fin perseguicio es que
en toda actuación procesal se conserven y garanticen los derechos surtidos
en la misma, en otras palabras 1o perseguido con éste de;recho, es
garantizar todo lo actuado dentro de1 proceso atendiendo a caC.a una de
las etapas procesales que el mismo trae.

El debido proceso ha sido definido por la jurisprudencia como eI conjunto
de garantías sustanciales y adjetivas que buscan proteger al individuo
frente a las actuaciones de las autoridades públicas, procuranclo que en
todo momento y lugar éstas acojan y respeten las formas propias que han
sido instituidas para gobernar y dirigir las distintas actuaciones.

df.- DERECHO A LA TGUALDAD

El ArtÍculo 13 de la Carta Magna, establece que todas las persorras nacen
libres e iguales ante la ley, recibirán 1a misma protección y trato de las
autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades
sin ninguna discriminación Wr razones de sexo, taza, origen ¿'acional o
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.

El Estado promCIverá las condiciones para que la igualdad s(:a real y
efectiva y adoptara medidas en favor de grupos discrimi nados o
marginados. Así mismo, protegerá especialmente a aquellas pers()nas que,
por su condición económica, física o mental, se encuetltren en
circunstancia de debilidad maniñesta y sancionará los abusos o r:aaltratos
que contra el1as se cometan.

Es el principio básico de los ordenamientos jurídicos democráticos, solo es
justiciable la diferencia de tratamiento cuando esta se basa en criterios
valorables de forma objetiva, de modo que no se produzca discri,minación
alguna.

Este derecho comprende dos garantías fundamentales: la igualdad ante la
ley y la igualdad de protección y trato por parte de las autorid¿¡des. Sin
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embaryo, esfas dos gararrtras operan conjurrfamenúe err r'o que respecta a
la actividad judiciai, pues los jueces interpretan la iey y como
conseclrencia materialmente inseparable de esta interpretación, ,atribuyen
determinadas consecuencias jurídicas a las personas involucrarlas en el
litigio. Por 1o tanto, en 1o que respecta a la actividad judicial, la igualdad de
trato que las autoridades deben otorgar a las personas supone además
una igualdad y en la interpretación en la aplicación de ia 1ey.

e).- DERECHO AL MINIMO VITAL

El derecho fundamentai aI mínimo vital ha sido reconocido desde 19921 en forma
extendida y reiterada por la jurisprudencia constitucional de la Corte como un
derecho que se deriva de los principios de Bstado Social de derecho dignidad
humana y solidaridad, en concordancia con los derechos fundamentales a la
vida, a la integridad personai y a la igualdad en ia modalidad de decisiones de
protección especial a personas en situación de necesidad manifiesta, dado el
carácter de derechos directa e inmediatamente aplicables de lo*s citados
derechos.z

El mínimo vital fue definido en sentencia T-611 de 2OO6 como el"conjunto de
elementos que garantizan la subsistencia de las personas g generalmente se
refieren a los bienes de caracter material g espiritual quu permiten un desarrollo
integra(.

De tal suerte que este derecho debe ser evaluado desde un punto de vista desde
de ia satisfacción de las necesidades mínimas del individuo, por l,c cual es
necesario reafizar una evaluación de 1as circunstancias de cada caso concreto,
haciendo una valoración que se encamine más hacia 1o cualitativo que a 1o
cuantitativo:, verificándose que quien alega su r,'ulneración tt.lnga 1as
posibilidades de disfrutar de la satisfacción de necesidades como la alirr:rentación,
el vestuario, la salud, la educación, la vivienda y la recreación, como me,canismos
para hacer realidad su derecho a la dignidad humana.a

fl.- cAso C0NCRETO:

Para definir este asunfo, sea .lo primero puntua)izar que estr¿ Unidad
judicial es competente para conocer y decidir sobre la acción prromovida
por ei señor [VAI{ DARIO RAMIREZ RODRÍGVE;Z, tod.avez, que todo Juez
está revertido óe tal jurisdicción para actuar como )uez natural
constitucional en tal sentido. Por su parte, las entidades accionadas son
de carácter público y, como tal, son demandables en proceso de tutela de
conformidad con e1 artículo 86 dei decreto 2591 I 9l .

De manera previa al examen de las exigencias para acceder a dicha
pretensión, se analizarán los requisitos de procedencia del amparo, esto
es, la legitimación por activa, por pasiva, la subsidiariedad y la inrnediatez.

Sobre la legitimación por activa es necesario recordar que el artículo 86
de la Constitución PolÍtica estableció que toda persona puede presentar
acción de tutela para reclamar la protección inmediata de sus derechos
fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados. AI
respecto, el artículo 10" del Decreto 2591 de 1991 estableció 1o siguiente:

1 Séntenc¡a T-426 de i992 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz).
r Cfr. entre otras las sigu¡entes sentenciós: f-005 de 1995 (M.p. Eduardo C¡fuentes Muñoz); T-01S de 1995 (M.
144 de 1995 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz); T-198 de 1995 (M.p. Atejandro Martínez Cabattero); T-500
Carbonell); T-284 de 1998 (M.p. Fabio Morón); SU-062 de 1999 (M.p. Vladimiro Naranjo Mesa).
¡ et. SerieñúÉ "i-33t ¿e z'tffr.
a §entencia T-5814,/11

P. Hernando Hf.rrrera Vergara); T-
r de 1996 (M.[). Antonio Barrera
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ila oanin de tr¡talr paCrti svr €¡efiJfráq trt taC.? nunr€rtúi g' ktgwC prt" atalquiercr
personl. trulnerada o amenazada en urlo de sus derechos fundamenttzles, quien
actuará por sí misma o a traués de representante. Los poderes se ;?resumirú.n
auténticos-

También se pueden agenciar derectws ajenos cuando el titular de los misnlos no esté
en condiciones de promouer stt propia defensa. Cuando tal circunstantia ocurra,
deberá manifestarse en la solicitud. También podrá ejercerla el Defensor d-el hteblo g
lo s personero s municipale s"

De lo anterior se concluye que la titularidad de la acción de ltutela se
encuentra, en principio, €R cabeza del directamente afecteLd"o; sin
embargo, esta puede ser interpuesta por un tercero cuando: .'{i} quien
q.úlia. es el represerltante legal del titular de los derechos funda:mentales
presuntamente consicfldoq (ii) el accianante es el apoderado jwdieial de
ryrcL qLLe eLegs sufrr utL rvLetwslc.c';bo s slts derec*we, o (iül- eL tercera o'ctlaa
como ageftte ofieioso'. En el caso bajo estudio, el extremo ac-fivo está
integrado por el señor wAt{ DARIO RAIIIIREZ RODRIGUEZ.

En cuanto a la legitimación por pasiva, de acuerdo con 1o estal:lecido en
el artículo 5 del Decreto 2591 de 1991, "la acción de tutela procetde corltra
toda accíón u omisión de las autoridades públicas, que haga uiola:Co, uiole o
amenace uiolar cualquiera de los derechos de que trata el artícttlo 2 de esta
leg". Asi mismo, en concordancia con el Artículo 42 del Decreto 2591 de
1991, y con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, esta acción
procede cuando se ejerza en contra de un particular que preste un servicio
público; cuando la actuación u omisión de dicho particular afecte de
manera grave y directa el interés colectivo; y en aquellos eventDs en los
cuales el titular de ia acción de tutela se encuentre en estado de
subordinación o indefensión frente a ia persona contra quien dirige la
acción. En el caso bajo estudio, Ias entidades accionadas son der¡randables
en este trámite constitucional de conformidad con el artícuio 86 del
decreto 2591 I 91 .

Subsidiariedad. Según lo establecido en el artículo 86 de la Constitución
Política y los artículos 5o, 6o y 8" de1 Decreto 259L de 1991, la;:.cción cle

tutela es \In mecanismo de defensa judicial, srrbsidiario y sumario, al que
puede acudir cualquier persona cuando sus derechos fundi:.mentales
resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión en qtre incurra
cualquier autoridad pública o un particular, esto último, en los casos
especÍficamente previstos por el Legislador.
La acción de amparo, permite que toda persona por sí misma o ¡lor quien
actúe en su nombre, tenga una acción constitucional para reclaiLmar ante
los jueces, en todo momento y lugar la protección inmediat a de sus
derechos fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vuhrerados o
arrrenazados por la acción o 1a omisión de cualquier autoridad pú,5lica o de
los particulares en ios casos previstos en la ley y sólo procederá cuando el
afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable,
agregando a renglón seguido que dicha protección consistirá "en una
orden para que aquél respecto de quien se solicita 1a tutela, ar:túe o se
abstenga de hacerlo".
Según el texto constitucional, para que 1a protección en sede de tutela
proceda, no basta que se compruebe 1a vulneración o anner,aza de uno o
más derechos fundamentales, sino que es indispensable que el s;olicitante
de ia tutela no cuente con otro medio de defensa judicial a1 que pueda
acudir para lograr su protección, a no ser que utilice el mecanir;mo para
evitaf un perjuicio ifremediable (Corte Constitucional, Sentencia T-983 de 13 de septiembre de
2oo1, M. P. Álvaro Tafur Galvis).
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Ahora bien, no puede perderse de r¡ista que la acción de tutel-a por su
natUtaleza reSidUal y SUbSidiafia (Corte Constitucional, Sentencia T-SBS <iet :?9 de julio de

2oo2, M.P. clara Inés vargas Hernández), nO está diSeñada para feemgrlazaf laS
acciones o vías judiciales ordinarias a las cuales la persona puerle acudir
para hacer valer sus derechos. Por ello, como mecanismo de protección
inmediata de ios derechos constitucionales fundamentales, Cebe ser
entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de
manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando den,ro de los
diversos medios que aquél ofrece para la realización de Ios derechos, no
exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objet.ivamente
el que aparece vulnerado o es objeto de anrrertaza.
La doctrina fundada en diversos pronunciamientos de la Corte
COnStitUCiOnai {Ver entre otras, Corte Constitucional, sentencias C-S43 de 1992, T-331 dr: 1997, T 106

de ree6 yr 11e de teerl, ha señalado que "la tutela no remplaz.a a otrcrs medios
de defensa judicial, no los suprime o desplaza, ni compite o a-lterna con
ellos. Basta que exista otro medio de defensa {eficaz e idóneo} para la
protección del derecho fundamental., y la tutela es improcedente. La Corte
ha dicho desde un comienzo que la acción de tutela no es un m:canismo
que sea factible de elegir según la discrecionalidad del interes¿rdo, para
esquivar el que de modo especifico ha regulado la ley; rro se da la
concurrencia entre este y Ia acción de tutela porque siempre prerale, con
la excepción dicha - ia acción ordinaria. {connea HENAo, Néstor RaÍrl. Derecho procesal
de Ia acción de tutela. Editorial, edicionesjundicas lbáñez, Tercera edición 2OO9. Pág. 84).

En este orden de ideas, la naturaleza residual no va ligada a 1a simple
existencia del mecanismo judicial ordinario como tal, sino a la e"ficacia e
idoneidad del mismo ante la vulneración o afrenta de ios derechos
constitucionales, siendo necesario entonces entrar a analízar, si el
mecanismo es eÍtcaz para restablecer el derecho y la necesidad de
protegerlo de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable.

Para verificar la viabilidad dei mecanismo de arrrparo, en torno a su
carácter transitorio se deben tener en cuenta, tanto los requisitos
constitucionales., como los trazados por la líneajurisprudencial., esto es, Egue no exista. mecanismo ordinario para resolaer el ,con"flicto
relacionado con un derecho fundamental: lil) el mecanlsmo e*stente
no resu,lto. efrcsz. o ídófieo psrs. lr¡. p¡oteccíó* de, ta;les d;ere*hos por
l s circunstancia,s específica.s del cd.so o Íiiil¡ aun ex.
acciones ardinarlg.s. su intetrosiqión es neeesaria. por la.
ínmínencía. de un perfiúcía írremedlabte.

En relación con el tema del concurso de méritos, ya 1a Corte se tra venido
pronunciando sobre la obligación que tiene el juez constitucional de
verificar previamente la existencia de otros medios de defensa o c¡ue, ante
su presencia,. estos no resulten lo suficientemente adecuados para la
protección inmediata de los derechos de los ciudadanos, derivancio de ello
un perjuicio inminente.

De esta manera, en relación con los concursos de méritos para acceder a
cargos de carreta, en numerosos pronunciamientos 1¿r Corte
Constitucional ha reivindicado la pertinencia de la acción de tute, a pese a
ia existencia de la acción de nulidad y restablecimiento del derecl-ro ante Ia
Jurisdicción de 1o Contencioso Administrativa, que no ofrece la ¡iuficiente
solidez para proteger en toda su dimensión los derechos a ia igualdad, al
trabajo, al debido proceso y al acceso a los cargos públicos.

En este sentido, esa Corporación en sentencia T-31"5 de 1998, señaló:



1.4

"La Carte ha indicada que, en principio, la acción de tutela no procede para
contrauertir actos administratiuos qte reglamentan o ejecutan un proce so de
cofteurso de méritos. Sin embargo, posteiormente la jurispruc'encia
constitucional encantró qte extsten, aL menoq dos excepaones a La regfa ctntes
planteada. En primer lugar, se trata de aquellos casos en los que la pet sona
afectada no tiene mecanismo distinto de la acción de tutela, para d.efender
eficazmente sus dereclws porque no está legitímada para impugnar los actos
administratiuos qlue fos trulneran o porqlte la anestión debatid 7 es
eminerttemente constitucional. En segundo fugar, procede la tutela anand?, por
las cirannstancias excepcionales del caso concreto, es posible afirmar qt:e, de
no producirse la arden de ampara, podrían resultar irremediablenrcnte
afectados los derechas fundamentales de la persona que interpone la ac:ciÓn.

-Osúos cosos san mds complejos que los que aperecen cobíjados por la excepción
anterior, pues en e[Las exísten cuestiones {ega[es o reglamentarías qL¡ e, en
pincipio, deben ser definidas por el juez contencioso administratiuo per<., que,
dadas las circunstancias cancretas g la inminente consumación de un daño
iusfundamentaÍ deber¿ ser, at menos trcLnsitanarrcente, reslteltas por eL juez
constitucional."

En Io que se refiere a la protección de derechos fundamerttales mediante
una demanda de tutela interpuesta contra las decisiones que se adoptan
dentro de un coricurso de méritos, se ha establecido por la l{onorable
Corte Constitucional que la regla general es la improcedencia de la misma
por existir otros medios de defensa como el medio de control de nulidad y
restablecimiento del derecho ante la Jurisdicción de 1o Contencioso
Administrativo; no obstante, si el juez encuentra que el mecanisrno judicial
ordinario no es eftcaz y conducente, y que además el o los ¿ ctores se

encuentran frente a un posibie perjuicio irremediable no F uede ser
excluida la tuteia, en otras palabras, puede decirse que la acción de tutela
es un mecanismo excepcional de defensa de los derechos fundamentales
de las personas que participan er? ur? proceso de seleccjon por méritos.

Como fue señaiado por Corte Constitucional en Sentencia SU 617 de 2013,
e1 perjuicio irremediable está circunscrito al grave e inminente detrimento
de un derecho fundamental, que deba ser contrarrestado con medidas
urgentes, de aplicación inmediata e impostergables, para rreütralizar,
cuando eilo sea posibie, la violación del derecho. Así fue precisado en }a
sentencia T-225 de junio 15 de 1993, M. P. Vladimiro Naranjo Me,sa:

"A). El perjuicio ha de ser inminente: 'que amenaza o está por sueeder prontamertte'. Con lo
anterior se diferencia de Ia expectatiua ante un posible daño o menoscabo, porque hag
euidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que iustirtcq. tas medidas
prudentes g oportunas para euttar alga probable U rLo urLa rr.Lem coru'eftira lu'votética. Se
puede afirrnar que, bajo cierto aspecto, la inminente puede catalogarse d¿:ntro de la
estructura fá.ctica, aunque no necesariamente consumada. Lo inminente, pues, c,t.esarrolla la
operacií* naturql de lo.s cosos que tiercderu hacio. urt resuffada cíerto, {L no ser que
oportunamente se corttenga el proceso iniciado. Hag inminencias que san inc:ontenibles:
cuando es imposible detener el proceso iniciado. Pero hag otras que, con e| adecuado
ernpleo de medios en el momento oporfuno, pueden euitar el desenlace efectiuo.

B). Las medidas que se requieren para conjurar el periuicio irremedirtble iian de ser
urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el serutido de que hay que instar o L.,recisar una
cosa a su pronta ejeanaón o remedio tal comaTo define el lhccionario de la Rea[ Academia.
Es aperuas una adeanación entre la inminencia g la respectiua actuación: si Ía primera h*ce
relacién a la prontitud del euenta que estd por realizarse, la segunda slude a stL respuesta
proporctottada en la prontitrsd. Pero ademá.s la urgencía se refiere a la prectsiín con que se
ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las circrunstancias partian,ares.

C). No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea graue, lo qte eEtiua.le a la r¿rant

intensidad del daña o menoscabo material o moral en el lnber iurídico de la persorta. La
grauedad obliga a basarse en la importancia que el arden jurídica concede a d.eterminados
bienes bajo su pratección, de manera Ete la amenzza a uno de etlos es motiuo de actuación
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oFi\crtuft,t g'dilrgarte pcrptrte,le las cutorcdc,Cx puaHriscs. tlaegtc Íüc S€ tr,etc ¡:e analquier
tipa de irreparabilidad, sino sólo de aquella q¡ue recae sobre un bien de gran :;ignificaciórL
para la persona, objetiuamente. Y se anota la objetiuidad, por ananto la grauedttd debe ser
deteruntnada o determinable-, so pena de caer eÍr la indefirtición jurídica., a todas luces
inconueniente.

D). La urgencía g la grauedad determinan que ta acción de tutela sea imposterga ble, Aa que
tiene que ser adecuada para restablecer el orden social ¡usto en toda su integndad. Si hag
postergabilidad de la acción, ésta corre el nesgo de ser ineficaz por inoportuna. Se requiere
una acción en el momento de la inntinencia, no cuando ga haga desenlace con efectos
antijurídicos. Se trata del sentido de prectsión y exactitud de la medida, fundamento
próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conseruación g
restablecimiento de los derechos g garantías bdsicos p ara el eqrtil:ibrio social."

Se extracta entonces de 1o anterior, que 1a acción de tutela cuando es
interpuesta pretendiendo la modificación de actuaciones admirr.istrativas
dentro de un proceso de selección o dígase también concurso por méritos,
es únicamente procedente cuando no existe otra acción judicial más e{tcaz
y conducente, y además, cuando la situación actual del actor se e ncuentra
frente a un grave en inminente detrimento de un derecho fundarnental,
que deba ser contrarrestado con medidas urgentes, de ;lplicación
inmediata e impostergables, para neutraiizar, cuando ello sea posible, la
violación del derecho, esto es, la presencia de un perjuicio irremeciiable.

Ahora bien, en el caso sub examine se tiene que el señor fVAüt DARIO
RAMIREZ RODRIGUEZ, instaura acción constitucional de 'futela en
nombre propio, contra la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -
CNSC y Ci INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE DEPOHYTE§ Y
RECREAC¡óX pO SUCRE - IIVDERSUCRE, con el propósito d-e que se
amparen sus derechos fundamentales al debido proceso, trabajo,, mínimo
vital, igualdad, acceso de cargos y funciones públicas, con{ianzalegítima, y
principio constitucional de buena fe, los cuales considera vulnerados, y
consecuentemente, se ordene a las entidades accionadas:

1. Que se suspenda el concurso de méritos en 1o que tiene que ver con
caso en concreto.

2. Que se ordene ai director del INDER SUCRE, gue dentro de:l termino
de cuarenta (a8) horas siguientes a la notificación del falIc,, proceda
a realízar ia valoración de los requisitos establecidos en 1a 1ey 1955
de 2O19.

Sustenta su petitum exponiendo que:

"Que en la actuafidad me faltan menas de tres años para adquírir mi derecho tt la pensión
confrsrme lo establece el artículo 263 de la leU 1955 de 2019, erl canseu)encia Lt protección
preuista en el pará.grafo 2 del artículo 263 de la leg L955 de 2019, es aplicable a
seruidores prouisionales que a 30 de nouiembre de 2O18 estaban desempeñanria empleos
uacantes del sistema general de carrera que no hubieren sido parte de p rocesos de
selección aprobados por la sala plena d"e la C¡{SC hasta el 25 de mayc> de 2A19
I¡TDERSUCRE OMITTO DTCTTA CIRCT]LAR CON LO CUAL ME CAUSA UN PERJUIUO
IRREMEDIABLE ga que desconocieron las prerrogatiuas legales al aquí accionc rtte pues el
I¡ID¿RSUCR¿ DEBIA REPORTAR a más tardar el 25 de julio del año en curs(\ el total de
uaeantes definitiuas de los empleas d.e carrera (Sic)".

La CNSC en sr-l escrito de defensa argumentó que:

"Que es obligaaón del aspirante, al mamento de inscipción al cargo deseado, ualidar Ete
cumpla con los requisitos mínimos establecidos en la Oferfa Púbtica; cirannstancia Erc
aduce no oanrrió en el presente caso, bajo el entendido de que eÍ. título profesior;i.al aportado
correspond.e a un NP'C diferente al saliafado por la OPBC. C¿te, frente a'ns cfocumentos
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üWrtüdos €n €l íterft de escpeiencia, es deber señalar que, d.ado que fto cunrple con los
requisitos de estudio, NA resulta praced.ente la uerifi.cttción de la experiencia ap,crfada, toda
uez que su ualidación no genera modifi.cación alguna eru el estado inicial del aspirante.

Que este proceso se enanentra efl la etapa de pruebas escitas para los asp:irantes que

fueron admitidos, por lo que a. simple uista lo que busca la aspirante es retrasar y
entorpecer dicha etapa euitando que se auance g se dé eumplimiento al Decrttto 1754 de
2O2O sobre la reactiuctción de pruebas el cual ua a irccentiuar la promoción de empleo g ta
actiuídad económica en el país.

Que et señor MN DARIO RAMIREZ RADRIGUEZ no otmple, can el requisüuu mínimo de
Educación, por tanto, el resultado definitiuo de la uerificación de reEtisitils mínimos
publicado el pasado 31 de agosto es de NA ADMITIDO".

Por su parte, el director de INDER SUCRE, en el decurso proce sal allegó
respuesta en la cual sostiene que dicha entidad no ha vulneradt> derecho
alguno al accionante, que incluso en aras de resolver las inquit:tudes de
este, se dieron a la tarea de pedirle a la CNSC la suspensión de dicho
proceso. Que de igual manera peticionaron a la GOBERNA()ION DE
SUCRE, dicho pedirnento, encontrando que a estas altrrras ario 2021, una
renuencia para la suspensión por parte de la CNSC, es imposi':ie por 1o

avanzado del proceso de convocatoria de méritos, incluso terriendo en
cuenta que el dia 28 de febrero se realizaroÍt a nivel nacional los exámenes
escritos de todos los aspirantes a los diferentes cargos a proveer de los
entes del orden territorial y descentralizados incluyendo INDERSI.ICRE.

Afirma que el concurso inicio desde el año 2019, en su fase de planeación
y adjudicación, pero el accionante guardo absoluto silencio, y el proceso
esta tan avartzado que ya se hicieron los exámenes escritos. Por otra
parte, sostiene que, la petición del actor si fue resuelta, pero el hecho que
esta no haya sido positiva no indica que esta no se haya respcndido de
fondo.

La LEY 1955 DE 2079 (mayo 25) por el cual se expide el Plan Nacional de
Desarrolio 2AL8-2O22. "Pacto por Colombia, Pacto por 1a Equidad"en el articulo
263 establece:

Artícu:lo 263. Raluaeón ,l€ úa prcoistrruil*larl etr d enÍptbo pu*Úz\oc. L,eti entidad.es
coordinarán con la Comisión Nacional del Seruicio Ciuil (CNSC) fa realizctción de los procesos
de selección para el ingreso a las cargos de carrera administratiua g su jinanciación;
rlefni.cTos kts fecha-s d,el const-rso l-as enlitJad.e,s a"signanán Los recu.rsos presuet-t.estales que
le corresponden para la financiación, si el ualor del recaudo es insuficiente para atender los
cosfos que genere el proceso de selección, de acuerdo con la señalado en el artíc'ulo 9" de la
Leg 1033 de 2006. Los prtscesos de selección para proueer las uacantes en los empleos de
carrere administratiua en los municipios de quinta g sexta categoría serán adetantados por
la CNSC, a traués de la Escuela Superior de Administración Púbtica (ESAP), corn o institttción
acreditada ante la CNSC para se,r operador del proceso. La ESAP asumira en :il) totalidad,
lns cosfos que generenLos procesos de selecciín.

Parágrafo 7o. Las entidades publicas deberán adelantar lcs conuocatorias de oJ',:erta publica
de empleo en coordinaciín con la CNSC g el Departamento Administratiuo de. la Función
Púbtica. Pardgrafo 2". Los empleos uacantes en forma definitiua del sistema general de
carrera, que estén siendo desempeñados con personal uinstlado medianúe nc',nzbrarniento
prouisional antes de diciembre de 2018 A arAos titulares a la fecha de entradc en uigencia
de la presente leg le falten tres (3) años o menos para causar el derecho a la pensión de
jubilación, seráru ofertados por la C¡úSC una uez el seruidor cause su respectiuo derecho
pensional.. Surtido lo anteior los empleos deberán proueerse siguiendo el pntcedimiento
señalado en la Leg 909 de 2004 g en las decretos reglamentarios. Para el efecto, las lisfos
de elegibles que se conforrnen eft aplicación del presertte articulo tendrán una uigencia de
tres (3) años. El jefe del organismo deberá. reportar a la CNSC, dentro de los d'ts {2)meses
siguientes a la fecha de publicación de la presente leg, los empleos que se encu<zntren en la
sitttación antes señalada.



17

Para los demás seruidores en condiciones especiales, ntadres, padres cabeza de familia g
en situación de discapacidad. que aaqa"n a ser desuittculados como const?cuencia de
aplicaciórt de uftü lista de elegibles, la administración d.eberó" adelant'v acciones
afirmatiuas pdra que en Io posible sean reubicados en otros empleos uacante;; a sean las
ú.ltimos en ser retira.dos, lo anterior sin perjuicio del derecho preferencíal de la traersona que
estd en la lista de ser nombrado en el respectiuo empleo.

La Comisién Nacional del Servicio Civil, expidió las Circlrlares No
2OL91OO0OO0O97 y 2O191O0OOOO107 de 2019, en las cuales se r:stabiecen
los lineamientos e instrucciones técnicas para dar cumplirniento a1
parágra.fo 2 del artículo 263 de la Ley 1955 de 2019. Dicha infbrmación
debía ser registrada en el Sistema de Apoyo para la Igualdad e1 IV{érito y 1a

Oportunidad (SIMO), antes del 25 de julio de 2O19, reportando los datos
solicitados en la Circular No. 201910O000A1O7.

Información que debía suministrar la entidad demandanda, si elentro de
los cargos ofertados, es decir, ocupados en provisionalidad, el empleado se
encontraba en situacion de pre-pensionado. Indicando de manera
concreta, edad y semanas cotizadas.

Mas aun, cuando La Corte Constitución, al referirse al tema "Pr,:vision de
cargos de la lista de elegibles previo concurso de meritos y 1a p,roteccion
especial de las personas en situacion de discapacidad, madres y padres
cabeza de famitria y prepensionados ", ha venido reiterando de la T 595 de
2016, la aplicación de reglas de criterios de razonabilidad y
proporcionalidad ante 1a tensión entre estabilidad laboral refrtrzada de
prepensionados y provisión de cargo de carrera mediante concurso,
propendiendo por una interpretación armónica entre 1as regias de la
carrera administrativa y ios derechos de los servidores públicos p::óximos a
pensionarse que ocupan en provisionalidad un cargo ofertaclo en un
corl.cnrso de méritos.

En aquellos casos en los que la Administración cuente con Ltn nrargen de
maniobra en la provisión de empleos de carrera, en raz.ón de la riiferencia
entre ias plazas ofertadas y aquellas provistas mediante la correspondiente
lista de eiegibles, surge la obligación de garantizar la estabilid¿ld laboral
tanto del aspirante al concurso como del servidor público prepensionado,
sin que exista una preferencia absoiuta o incondicionada de los derechos
fundamentaies de unos sobre los de los otros. No obstante, en aquellos
eventos en los que no se posea tal margen de maniobra, la Admirristración
debe generar medios que permitan proteger a las personas en ccndiciones
especiales, como los pre-pensionados, con ei propósito de que sean las
últimas en ser desvinculadas de sus cargos, esto, por cuanto no gozan de
un de¡echo indefinido a pe.rrnaaecer rrt el cargo de carre"rs-

De 1o anterior se colige, que de existir Lln error al ofertar el cargo ocupado
por un pre-pensionado, el afectado aun quedaría amparado ba;:o aquelia
re,¡¡la j urisprudencial.

Se precisa que no existe prueba en la actuación que el actor para la fecha
5 de marzo del 2A19, data en que se expidió la norma, le faltaren r-res años
o menos, para ser acreedor al derecho a pensión.

Tampoco existe la posibilidad que por esta vía el juez de tutelrl entre a
dilucidar el conflicto que expone el actor, en relación con la adopción de1
Manual de Funciones, que se expidió desde el año 2077, en las cuales se
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serialari fus requr'sifos y funcforres del caryo que prefencLe seguir
ocupando, y de ios cuatres adolece, por constituir normas abstriactas con
un contenido impersonal, que escapan al control del Juez Constit.ucional.

El Despacho, luego del consabido estudio del caso, y conforme ra la tesis
planteada frente al problema jurídico a resolver, llega a la i neludible
conclusión de ia improcedencia de 1a presente solicitud de amparo, toda
vez que, no observa qr.re ia parte pasiva haya incurrido en c:onductas
vulneradoras o arnerrazadoras de los invocados derechos fundamentales
del accionante, pues en ningún momento se acredito inobservancias, err
ias actuaciones de la accionada CNSC y e INDER SUCRE, a la,:s noñnas
del concurso.

En este contexto, atendiendo eminentemente al carácter r,:sidual y
subsidiario que tiene la acción de tutela frente a los liferentes
mecanismos ordinarios dispuestos por el legislador, la Corte adrirtió que
de ninguna manera la acción de tutela puede constituirst: en un
mecanismo judicial alternativo, supletorio o cornplementario fre nte a los
comúnmente diseñados por la Constitución y las leyes para discutir las
decisiones proferidas al interior de los procesos o actuaciones
administrativas, siendo esa la razótr, para que en este caso, no s(:a posible
entrar a controvertir decisiones tomadas por la accionada con oc¡Lsión a la
convocatoria de1 concurso de méritos cargos dentro del proceso de
Selección Nos. 99O a 1131, 1135, 1136, 1306 a 1332 de 2A19
Convocatoria Territoriai 2019, Acuerdo No. 20191000005976 tlel 14 de
junio de 20i9.

De 1o referido por el accionante, se advierte que no se encuentra en una
situación apremiante que de no concederse el ainparo deprecado se
traduzca en un pefuicio irremediable para é1, máxime cuando todos 1os
aspirantes estuvieron sometidos bajos las mismas reglas, y sus 1:eticiones
no han sido desatendidas.

De igual manera, es menester referenciar que la Ley 1437 de 2Ol1-,
contentiva del Código de Procedimiento Administrativo y de 1o Contencioso
Administrativo., ya reseñada, en su artículo 229, deiimita la aplicación de
Medidas Cautelares al interior de 1as actuaciones contencioso
administrativas, estabieciendo 1o siguienter "En todos 1os procesos
declarativos que se adelanten ante esta jurisdiccién, antes de ser
notificado, el auto admisorio de la demanda o en cualquier e stado del
proceso, a petición de parte debidamente sustentada, podrá r:1 Juez o
Magistrado Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas
cautelares que considere necesarias para proteger y E.arantizar,
provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sente ,ncia (...)",
preceptiva que como ya se reseñó, reglamenta las medidas cautelares al
interior de los procesos contencioso administrativos, pof tanto, es posible
que desde el inicio de1 respectivo proceso declarativo se garanticen los
derechos constitucionales fundamentaies que invoca e1 tutelante ai interior
de la presente acción.

En 1o que atañe a este tópico, el Consejo de Estado, Saia de 1o Contencioso
Administrativn, Sección Segunda, Subsección A, en sentencia de fecha 15
de marzo de 2017, proferida dentro del expediente distinguido con
radicado número 11001-03- 25-0OO-2015-00366-00{4740-15), con
ponencia del Magistrado Gabriel Vaibuena Hernández, acoto 1o siguiente
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respecto de las medidas cautelares al interior de las ac {-uaciones
contencioso administrativas:

"[L]a protección enutelar constituAe uno de los cambios d"e paradigma en el
(ntteuo» proceso contencjoso administratiuo. En efecto, el legislador, en la Leg
1437 d.e 2011 {CPACA), optó por superar la típica, taxatiua y formalista
susperrciórt prouisional de los efectos del qcto adm,inisttutiuo stntenid¡t r'n el
artíanlo 152 del CCA como única medida cautelar pasible de ser d.ecrei ada
por el juez, para implementar un esquema de proterción cautelsr que
abedezca" q" la rtecesidflá- de asegurar bt tutela judícifrl efectíua. Eru este
contexto resulta preciso señalar que la Leg 1437 de 2O11, institugó en sus
artíanlos 229 g sigtientes un amptio g nouedoso sistema de medidas
cautelares que pueden ser adoptadas a petición de parte en el proc.edimit,:nto
contencioso administratiuo, para "proteger g garantizar, prouisionalment:, el
objeto del proceso g la efectiuidad de la sentencia". Can ellas se concre¡ a la
garantía de efectiuidad de la euentual sentencia fauorable a las pretensir )nes
de La demanda, sin que su adopaón constihtga um preptzganniento, tal como
qued.ó consagrado de manera categórica en este artícula. (...) {fJa denominzda
medida cautelar de urgencia no escapa a los lineamientos antes explicat.Ios.
Su diferencia radico-, en eserrda, en el trdmite que debe dársele a Ia saltcitud
como qtiera que en esfos casos no se requiere correr el traslado al qtse alude
el artíanlo 233 del CPACA para que el juez pueda decidir, lo anal se explica
por la imperiosa necesidad de que haga un pronunciamiento inmediato si;gún
la necesidad def caso concreto, siendo necesaio que el peticionarto asumt la
carga argumerttatiua necesaria para lograr demostrar la urgencia en aanatir a
la protección cautelar de los infereses en juego. Ixt doctrina nacio nal,
refiriéndose a{ tema ha señafado que "por tratarse de una medida de carClcter
urgente, no resulta necesaio carrer el mencionado traslado, aunque, de una
parte, se debe constituir g aceptar la correspondiente caución cuando a elto
ItaEa lugar, 1...)u, g cincrde:. "Debe resall.crrse e7L?, trt todo ceiso, ltc, de
uerifi.carse el anmplimiento de todos los requisitos legales para la procedet.tcia
de la medida cautelar, preuistos en el arfículo 231, pero que ante la espe,cial
urgen.cia la decisión se pude {sic) tomar inauditia parte debitcris,
cirannstancio Ete debe motiuarse de manera expresa en el cotrespondi ertte
auto, contra el cual, se lnsisfq en todo caso proceden los reaffsos ordinc¿rios
correspondientes."

Dicha figura es, por demás, Ltn complemento del régimen intera;rnericano
d.e los derechos humanos y en particular del derecho de conta:r con un
recurso judicial efectivo para Acción de Tutela de IVAIT DARIO I*AMIREZ
RODRIGUEZ, CONTTA 1A COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL.
CNSC y el IN§TITUI1O DEPARTAMENTAL DE DEPORTES Y
REICREACIÓN DE SUCRE . INDERSUCRE. DAdA 1A Prerfi\}rA q1}e.
presupone la adopción de una medida cautelar de ta1 naturaleza, esa
medida se constituye en un recurso judicial sui generis para la protección
de los derechos de los asociados en situaciones de urgencía.

Así las cosas, en este sentido debe indicarse que las medidas r)alrtelares
surgen entonces dentro de las acciones contenciosas administrativas,
como medio para proteger y geLrarrtizar provisionalmente, e,l asunto
ventilado dentro del respectivo juicio y la efectividad de la decisirin que se
adopte en la sentencia, con 1o cual se propende por una mayor eficiencia
judicial, en aras de hacer real la garantía de los derechos sustanc iales.

Se estima que la pretension del actor, debe ventilarse ante la jui::isdicción
contenciosa administrativa, por ser el medio judicial idóneo l)ara ello,
conforme a 1o establecido en el ordenamiento jurídico vigentr:, siendo
entonces improcedente la presente acción de amparo; pues como ya se dijo
teniendo en cuenta la esencia de 1o soiicitado, se hace necesario que tales
aristas se controviertan en u.n proceso declarativo, en el cual puedan
recabarse ias probailzas pertinentes y conducentes en orden a decidir si la



parte accionante tiene o no derecho a la petición inicialmente invocada. De
igrral manera, es relevante subrayar que dentro del libelo de los hechos
argüidos en la acción de tutela y de las piezas documentales que
conforman la misma, no se vislumbra ia existencia de un perjuicio
irremediable que imponga que deban tramitarse sus solicitudes a través de
acción de tutela, y en dicho orden de ideas no se avizora un peiigro
inminente o un perjuicio o lesión grave que irrogue quebranta.rriento de
orden material o moral que impongan la imperiosa necesidad cle adoptar
medidas constitucionales urgentes e inmediatas, maxirne cuando la
vulneracion que alega el demandante, esto es, su situación de pre-
pensionado, no fue probada, y su desvinculacion laboral, ante Ia: carencia
de una lista de elegibles para el cargo de su interes, se muestra solo como
eventual y remota.

Así las cosas, se declarará la improcedencia de 1a presente acción
constitucional de contenido particular interpuesta por el seflior wAN
DARIO RAMIREZ RODRIGUEZ, contra la COMI§IOil NACIOHAL DEL
SERVICIO CML CNSC y e1 INSTITUTO DEPARTAME*,ITAL DE
DEPORTES Y RECREACIOT§ DE SUCRE - INDER SUCRE.

En mérito de 1o expuesto, el Juzgado Único Penal del Circuito
Especiaiizado de Sincelejo, Sucre, administrando Justicia en norribre de 1a

Repuhlica de Colombia y por autoridad de la ley

RESUELVE:

Primero. - DECLARAR IMPROCEDENTE el amparo constitucionai
solicitado por el accionante IVAN DARIO RAMIREZ RODRIGUEZ' contra la
COMISIO§ NACIOI{AL DEL SERVICIO CwIL -- CNSC y el INSTITUTO
DEPARTAIVIENTAL DE DEPORTES Y RECREACION DE SUCT*,E . INDER
SUCRE.

Segundo. - NOTIFICAR esta decisión a las partes, por el medio que la
secretaria considere más expedita y eftcaz"

Tercero. - ORDENAR a la Comisión Nacional de1 Servicio Civil -CNSC y al
INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE DEPORTES Y RECREACION DE SUCRE
INDER SUCRE, la publicación del presente fallo en la página vueb de cada
una de ellas, reiacionadas con el Proceso de Selección Nos.990 a 1131,
1135, 1136, 1306 a 1332 de 2O19 - Convocatoria Territorial 2A""19, Acuerdo
No. 2O191000005976 del 14 de junio de 2A19, realizado por la Cornisión
Nacional del Servicio Civil -CNSC.

Cuarto. - EIYVIAR la actuacién a la H. Corte Constitucional para su
eventual revisión, con observancia de1 término previsto en e1 art.iculo 32 del
Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE,

Jtteza
BLANCO


